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Por la cual se establece el Régimen de Insolvencia Empresarial en la República de Colombia y se
dictan otras disposiciones.

Resumen de Notas de Vigencia

NOTAS DE VIGENCIA:

- Modificada por la Ley 1564 de 2012, publicada en el Diario Oficial No. 48.489 de 12 de
julio de 2012, 'por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras
disposiciones'.

- Modificada por la Ley 1429 de 2010, publicada en el Diario Oficial No. 47.937 de 29 de
diciembre de 2010, 'por la cual se expide la Ley de Formalización y Generación de Empleo'.

- Modificada por la Ley 1380 de 2010, publicada en el Diario Oficial No. 47.603 de 25 de
enero de 2010, 'por la cual se establece el Régimen de Insolvencia para la Persona Natural No
Comerciante'.

- Modificada por la Ley 1173 de 2007, publicada en el Diario Oficial No. 46.854 de 27 de
diciembre de 2007, 'por la cual se modifica el artículo 120 de la Ley 1116 de 2006'.

- Corregida mediante el Decreto 2190 de 2007, publicado en el Diario Oficial No. 46.659 de
14 de junio 2007, 'por el cual se corrigen yerros en el texto de la Ley 1116 del 27 de
diciembre de 2006, “por la cual se establece el Régimen de Insolvencia Empresarial en la
República de Colombia y se dictan otras disposiciones”'.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:

TITULO I.

DEL REGIMEN DE INSOLVENCIA.

CAPITULO I.

FINALIDAD, PRINCIPIOS Y ALCANCE DEL RÉGIMEN DE INSOLVENCIA.

ARTÍCULO 1o. FINALIDAD DEL RÉGIMEN DE INSOLVENCIA. El régimen judicial de
insolvencia regulado en la presente ley, tiene por objeto la protección del crédito y la
recuperación y conservación de la empresa como unidad de explotación económica y fuente
generadora de empleo, a través de los procesos de reorganización y de liquidación judicial,
siempre bajo el criterio de agregación de valor.



El proceso de reorganización pretende a través de un acuerdo, preservar empresas viables y
normalizar sus relaciones comerciales y crediticias, mediante su reestructuración operacional,
administrativa, de activos o pasivos.

El proceso de liquidación judicial persigue la liquidación pronta y ordenada, buscando el
aprovechamiento del patrimonio del deudor.

El régimen de insolvencia, además, propicia y protege la buena fe en las relaciones comerciales y
patrimoniales en general y sanciona las conductas que le sean contrarias.

ARTÍCULO 2o. AMBITO DE APLICACIÓN. <Ver Notas del Editor> Estarán sometidas al
régimen de insolvencia las personas naturales comerciantes y las jurídicas no excluidas de la
aplicación del mismo, que realicen negocios permanentes en el territorio nacional, de carácter
privado o mixto. Así mismo, estarán sometidos al régimen de insolvencia las sucursales de
sociedades extranjeras y los patrimonios autónomos afectos a la realización de actividades
empresariales.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este inciso se debe tener en cuenta lo
dispuesto por el artículo 532, inciso 2o. de la Ley 1564 de 2012, 'por medio de la cual se
expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones, publicada en el Diario
Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012, según el cual (subrayas fuera del texto original):

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 532.* ÁMBITO DE APLICACIÓN. Los procedimientos contemplados en el
presente título sólo serán aplicables a las personas naturales no comerciantes.

Las reglas aquí dispuestas no se aplicarán a las personas naturales no comerciantes que
tengan la condición de controlantes de sociedades mercantiles o que formen parte de un
grupo de empresas, cuya insolvencia se sujetará al régimen previsto en la Ley 1116 de 2006.'

*El artículo 532 empieza a regir a partir del 1o. de octubre de 2012, según lo dispuesto en el
numeral 4o. del  artículo 627.  

El Gobierno Nacional establecerá los requisitos de admisión de dichos patrimonios autónomos al
trámite de insolvencia a que se refiere la presente ley.

Doctrina Concordante

Concepto SENA 136020 DE 2013

ARTÍCULO 3o. PERSONAS EXCLUIDAS. No están sujetas al régimen de insolvencia
previsto en la presente ley:

1. Las Entidades Promotoras de Salud, las Administradoras del Régimen Subsidiado del Sistema
General de Seguridad Social en Salud y las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.

2. Las Bolsas de Valores y Agropecuarias.



3. Las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia. Lo anterior no
incluye a los emisores de valores, sometidos únicamente a control de la referida entidad.

4. Las entidades vigiladas por la Superintendencia de Economía Solidaria que desarrollen
actividades financieras, de ahorro y crédito.

5. Las sociedades de capital público, y las empresas industriales y comerciales del Estado
nacionales y de cualquier nivel territorial.

6. Las entidades de derecho público, entidades territoriales y descentralizadas.

7. Las empresas de servicios públicos domiciliarios.

8. <Ver Notas del Editor> Las personas naturales no comerciantes.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este numeral se debe tener en cuenta lo
dispuesto por el artículo 532, inciso 2o. de la Ley 1564 de 2012, 'por medio de la cual se
expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones, publicada en el Diario
Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012, según el cual (subrayas fuera del texto original):

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 532.* ÁMBITO DE APLICACIÓN. Los procedimientos contemplados en el
presente título sólo serán aplicables a las personas naturales no comerciantes.

Las reglas aquí dispuestas no se aplicarán a las personas naturales no comerciantes que
tengan la condición de controlantes de sociedades mercantiles o que formen parte de un
grupo de empresas, cuya insolvencia se sujetará al régimen previsto en la Ley 1116 de 2006.'

*El artículo 532 empieza a regir a partir del 1o. de octubre de 2012, según lo dispuesto en el
numeral 4o. del  artículo 627.  

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Numeral 8o. declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-699-07 de 5 de septiembre de 2007, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo
Escobar Gil.

9. Las demás personas jurídicas que estén sujetas a un régimen especial de recuperación de
negocios, liquidación o intervención administrativa para administrar o liquidar.

PARÁGRAFO. Las empresas desarrolladas mediante contratos que no tengan como efecto la
personificación jurídica, salvo en los patrimonios autónomos que desarrollen actividades
empresariales, no pueden ser objeto del proceso de insolvencia en forma separada o
independiente del respectivo o respectivos deudores.

Doctrina Concordante



Concepto SENA 136020 DE 2013

ARTÍCULO 4o. PRINCIPIOS DEL RÉGIMEN DE INSOLVENCIA. El régimen de
insolvencia está orientado por los siguientes principios:

1. Universalidad: La totalidad de los bienes del deudor y todos sus acreedores quedan vinculados
al proceso de insolvencia a partir de su iniciación.

2. Igualdad: Tratamiento equitativo a todos los acreedores que concurran al proceso de
insolvencia, sin perjuicio de la aplicación de las reglas sobre prelación de créditos y preferencias.

3. Eficiencia: Aprovechamiento de los recursos existentes y la mejor administración de los
mismos, basados en la información disponible.

4. Información: En virtud del cual, deudor y acreedores deben proporcionar la información de
manera oportuna, transparente y comparable, permitiendo el acceso a ella en cualquier
oportunidad del proceso.

5. Negociabilidad: Las actuaciones en el curso del proceso deben propiciar entre los interesados
la negociación no litigiosa, proactiva, informada y de buena fe, en relación con las deudas y
bienes del deudor.

6. Reciprocidad: Reconocimiento, colaboración y coordinación mutua con las autoridades
extranjeras, en los casos de insolvencia transfronteriza.

7. Gobernabilidad económica: Obtener a través del proceso de insolvencia, una dirección
gerencial definida, para el manejo y destinación de los activos, con miras a lograr propósitos de
pago y de reactivación empresarial.

ARTÍCULO 5o. FACULTADES Y ATRIBUCIONES DEL JUEZ DEL CONCURSO. Para
los efectos de la presente ley, el juez del concurso, según lo establecido en el artículo siguiente de
esta ley, tendrá las siguientes facultades y atribuciones, sin perjuicio de lo establecido en otras
disposiciones:

1. Solicitar u obtener, en la forma que estime conveniente, la información que requiera para la
adecuada orientación del proceso de insolvencia.

2. Ordenar las medidas pertinentes a proteger, custodiar y recuperar los bienes que integran el
activo patrimonial del deudor, incluyendo la revocatoria de los actos y/o contratos efectuados en
perjuicio de los acreedores, con excepción de:

a) Aquellas transacciones sobre valores u otros derechos de naturaleza negociable que hayan
recibido una orden de transferencia aceptada por el sistema de compensación y liquidación de
que tratan los artículos 2o, 10 y 11 de la Ley 964 de 2005;

b) Los actos y contratos que tengan como objeto o por efecto la emisión de valores u otros
derechos de naturaleza negociable en el mercado público de valores de Colombia.

3. Objetar los nombramientos o contratos hechos por el liquidador, cuando afecten el patrimonio
del deudor o los intereses de los acreedores.



4. Decretar la inhabilidad hasta por diez (10) años para ejercer el comercio en los términos
previstos en la presente ley. Los administradores objeto de la inhabilidad podrán solicitar al juez
del régimen de insolvencia la disminución del tiempo de inhabilidad, cuando el deudor haya
pagado la totalidad del pasivo externo calificado y graduado.

5. Imponer sanciones o multas, sucesivas o no, hasta de doscientos (200) salarios mínimos
legales mensuales, cualquiera sea el caso, a quienes incumplan sus órdenes, la ley o los estatutos.

6. Actuar como conciliador en el curso del proceso.

7. Con base en la información presentada por el deudor en la solicitud, reconocer y graduar las
acreencias objeto del proceso de insolvencia, de conformidad con lo establecido sobre prelación
de créditos en el Título XL del Libro Cuarto del Código Civil y demás normas legales que lo
modifiquen o adicionen, y resolver las objeciones presentadas, cuando haya lugar a ello.

8. Decretar la sustitución, de oficio o a petición de parte, de los auxiliares de la justicia, durante
todo el proceso de insolvencia, con ocasión del incumplimiento de las funciones previstas en la
ley o de las órdenes del juez del concurso, mediante providencia motivada en la cual designará su
reemplazo.

9. Ordenar la remoción de los administradores y del revisor fiscal, según sea el caso, por
incumplimiento de las órdenes del juez del concurso o de los deberes previstos en la ley o en los
estatutos, de oficio o a petición de acreedor, mediante providencia motivada en la cual designará
su reemplazo.

10. Reconocer, de oficio o a petición de parte, los presupuestos de ineficacia previstos en esta
ley.

11. En general, tendrá atribuciones suficientes para dirigir el proceso y lograr que se cumplan las
finalidades del mismo.

ARTÍCULO 6o. COMPETENCIA. Conocerán del proceso de insolvencia, como jueces del
concurso:

<Ver Notas del Editor> La Superintendencia de Sociedades, en uso de facultades
jurisdiccionales, de conformidad con lo dispuesto en el inciso 3o del artículo 116 de la
Constitución Política, en el caso de todas las sociedades, empresas unipersonales y sucursales de
sociedades extranjeras y, a prevención, tratándose de deudores personas naturales comerciantes.

Notas del Editor



- En criterio del editor para la interpretación de este inciso se debe tener en cuenta lo
dispuesto por el artículo 532, inciso 2o. de la Ley 1564 de 2012, 'por medio de la cual se
expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones, publicada en el Diario
Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012, según el cual (subrayas fuera del texto original):

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 532.* ÁMBITO DE APLICACIÓN. Los procedimientos contemplados en el
presente título sólo serán aplicables a las personas naturales no comerciantes.

Las reglas aquí dispuestas no se aplicarán a las personas naturales no comerciantes que
tengan la condición de controlantes de sociedades mercantiles o que formen parte de un
grupo de empresas, cuya insolvencia se sujetará al régimen previsto en la Ley 1116 de 2006.'

*El artículo 532 empieza a regir a partir del 1o. de octubre de 2012, según lo dispuesto en el
numeral 4o. del  artículo 627.

- En criterio del editor además se debe tener en cuenta lo dispuesto por el artículo 24 de la
misma Ley 1564 de 2012, según el cual (subrayas fuera del texto original):

'ARTÍCULO 24.* EJERCICIO DE FUNCIONES JURISDICCIONALES POR
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. Las autoridades administrativas a que se refiere
este artículo ejercerán funciones jurisdiccionales conforme a las siguientes reglas:

(...)   

4. <Aparte tachado INEXEQUIBLE**> El Ministerio de Justicia y del Derecho, o quien
haga sus veces, a través de la dependencia que para tales efectos determine la
estructura interna, podrá, bajo el principio de gradualidad en la oferta, operar
servicios de justicia en todos los asuntos jurisdiccionales que de conformidad con lo
establecido en la Ley 446 de 1998 sobre descongestión, eficiencia y acceso a la justicia
han sido atribuidos a la Superintendencia de Industria y Comercio, Superintendencia
Financiera y Superintendencia de Sociedades, así como en los asuntos jurisdiccionales
relacionados con el trámite de insolvencia de personas naturales no comerciantes y los
asuntos previstos en la Ley 1098 de 2006 de conocimiento de los defensores y comisarios
de familia. También podrá asesorar y ejercer la representación judicial de las personas que
inicien procesos judiciales de declaración de pertenencia con miras al saneamiento de sus
propiedades.

(...)  

*El artículo 24 empieza a regir a partir de la promulgación de la ley, según lo dispuesto en el
numeral 1o. del  artículo 627.

** Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante
Sentencia C-156-13 de 20 de marzo de 2013, Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto Vargas
Silva.

El Juez Civil del Circuito del domicilio principal del deudor, en los demás casos, no excluidos
del proceso.



PARÁGRAFO 1o. <Ver Notas del Editor> El proceso de insolvencia adelantado ante la
Superintendencia de Sociedades es de única instancia.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este parágrafo se debe tener en cuenta lo
dispuesto por el artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, 'por medio de la cual se expide el Código
General del Proceso y se dictan otras disposiciones, publicada en el Diario Oficial No. 48.489
de 12 de julio de 2012, según el cual (subrayas fuera del texto original):

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 24. * EJERCICIO DE FUNCIONES JURISDICCIONALES POR
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. Las autoridades administrativas a que se refiere
este artículo ejercerán funciones jurisdiccionales conforme a las siguientes reglas:

(...)   

PARÁGRAFO 3o. Las autoridades administrativas tramitarán los procesos a través de las
mismas vías procesales previstas en la ley para los jueces.

Las providencias que profieran las autoridades administrativas en ejercicio de funciones
jurisdiccionales no son impugnables ante la jurisdicción contencioso administrativa.

Las apelaciones de providencias proferidas por las autoridades administrativas en primera
instancia en ejercicio de funciones jurisdiccionales se resolverán por la autoridad judicial
superior funcional del juez que hubiese sido competente en caso de haberse tramitado la
primera instancia ante un juez y la providencia fuere apelable.  

Cuando la competencia la hubiese podido ejercer el juez en única instancia, los asuntos
atribuidos a las autoridades administrativas se tramitarán en única instancia.  

(...)

PARÁGRAFO 5o. Las decisiones adoptadas en los procesos concursales y de reorganización,
de liquidación y de validación de acuerdos extrajudiciales de reorganización, serán de única
instancia, y seguirán los términos de duración previstos en el respectivo procedimiento.  

PARÁGRAFO 6o. Las competencias que enuncia este artículo no excluyen las otorgadas por
otras leyes especiales por la naturaleza del asunto'.

*El artículo 24 empieza a regir a partir de la promulgación de la ley, según lo dispuesto en el
numeral 1o. del  artículo 627.

<Ver Notas del Editor> Las providencias que profiera el juez civil del circuito dentro de los
trámites previstos en esta ley, solo tendrán recurso de reposición, a excepción de las siguientes
contra las cuales procede el recurso de apelación, en el efecto en que respecto de cada una de
ellas se indica:

1. La de apertura del trámite, en el devolutivo.



2. La que apruebe la calificación y graduación de créditos, en el devolutivo.

3. La que rechace pruebas, en el devolutivo.

4. La que rechace la solicitud de nulidad, en el efecto devolutivo, y la que la decrete en el efecto
suspensivo.

5. La que decrete o niegue medidas cautelares, en el efecto devolutivo.

6. La que ordene la entrega de bienes, en el efecto suspensivo y la que la niegue, en el
devolutivo.

7. Las que impongan sanciones, en el devolutivo.

8. La que declare cumplido el acuerdo de reorganización, en el efecto suspensivo y la que lo
declare incumplido en el devolutivo.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación del  inciso 2o. y sus numerales, se debe tener en
cuenta lo dispuesto por el numeral 1o. y el inciso 2o. del artículo 19 * de la Ley 1564 de
2012, 'por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras
disposiciones, publicada en el Diario Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012, según el cual
(subrayas fuera del texto original):

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 19. COMPETENCIA DE LOS JUECES CIVILES DEL CIRCUITO EN
ÚNICA INSTANCIA. Los jueces civiles del circuito conocen en única instancia:

(...)

2. De los trámites de insolvencia no atribuidos a la Superintendencia de Sociedades y, a
prevención con esta, de los procesos de insolvencia de personas naturales comerciantes.  

(...)'  

* El artículo 19 empieza a regir en forma gradual a partir del 1o. de enero del 2014, según lo
dispuesto en el numeral 6o. del  artículo 627.

PARÁGRAFO 2o. Sin perjuicio de las atribuciones conferidas en la presente ley al juez del
concurso, la Superintendencia u organismo de control que ejerza facultades de supervisión las
conservará de manera permanente durante el proceso.

PARÁGRAFO 3o. El Superintendente de Sociedades deberá delegar en las intendencias
regionales las atribuciones necesarias para conocer de estos procesos, conforme a la
reglamentación que expida el Gobierno Nacional.

ARTÍCULO 7o. NO PREJUDICIALIDAD. El inicio, impulsión y finalización del proceso de
insolvencia y de los asuntos sometidos a él, no dependerán ni estarán condicionados o
supeditados a la decisión que haya de adoptarse en otro proceso, cualquiera sea su naturaleza. De



la misma manera, la decisión del proceso de insolvencia tampoco constituirá prejudicialidad.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-006-18 según Comunicado de Prensa de 14 de febrero de 2018,
Magistrada Ponente Dra. Cristina Pardo Schlesinger.

ARTÍCULO 8o. INCIDENTES Y ACTOS DE TRÁMITE. Las cuestiones accesorias que se
susciten en el curso del proceso de insolvencia se resolverán siguiendo el procedimiento previsto
en los artículos 135 a 139 del Código de Procedimiento Civil.

Los actos de trámite que deban surtirse dentro del proceso de insolvencia y que correspondan a
actuaciones que no deben ser controvertidas por las demás partes del proceso, tales como
expedición de copias, archivo y desglose de documentos, comunicación al promotor o liquidador
de su designación como tal, entre otros, no requerirán la expedición de providencia judicial que
así lo ordene o decrete y para su perfeccionamiento bastará con el hecho de dejar constancia en el
expediente de lo actuado, lo cual tampoco requerirá notificación.

CAPITULO II.

REQUISITOS DE INICIO DEL PROCESO DE REORGANIZACIÓN.

ARTÍCULO 9o. SUPUESTOS DE ADMISIBILIDAD. El inicio del proceso de
reorganización de un deudor supone la existencia de una situación de cesación de pagos o de
incapacidad de pago inminente.

1. Cesación de pagos. El deudor estará en cesación de pagos cuando:

Incumpla el pago por más de noventa (90) días de dos (2) o más obligaciones a favor de dos (2) o
más acreedores, contraídas en desarrollo de su actividad, o tenga por lo menos dos (2) demandas
de ejecución presentadas por dos (2) o más acreedores para el pago de obligaciones. En cualquier
caso, el valor acumulado de las obligaciones en cuestión deberá representar no menos del diez
por ciento (10%) del pasivo total a cargo del deudor a la fecha de los estados financieros de la
solicitud, de conformidad con lo establecido para el efecto en la presente ley.

2. Incapacidad de pago inminente. El deudor estará en situación de incapacidad de pago
inminente, cuando acredite la existencia de circunstancias en el respectivo mercado o al interior
de su organización o estructura, que afecten o razonablemente puedan afectar en forma grave, el
cumplimiento normal de sus obligaciones, con un vencimiento igual o inferior a un año.

PARÁGRAFO. En el caso de las personas naturales comerciantes, no procederá la causal de
incapacidad de pago inminente. Para efectos de la cesación de pagos no contarán las obligaciones
alimentarias, ni los procesos ejecutivos correspondientes a las mismas.

ARTÍCULO 10. OTROS PRESUPUESTOS DE ADMISIÓN. <Artículo modificado por el
artículo 30 de la Ley 1429 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> La solicitud de inicio del



proceso de reorganización deberá presentarse acompañada de los documentos que acrediten,
además de los supuestos de cesación de pagos o de incapacidad de pago inminente, el
cumplimiento de los siguientes requisitos:

1. No haberse vencido el plazo establecido en la ley para enervar las causales de disolución, sin
haber adoptado las medidas tendientes a subsanarlas.

2. Llevar contabilidad regular de sus negocios conforme a las prescripciones legales.

3. Si el deudor tiene pasivos pensionales a cargo, tener aprobado el cálculo actuarial y estar al día
en el pago de las mesadas pensionales, bonos y títulos pensionales exigibles.

Las obligaciones que por estos conceptos se causen durante el proceso, así como las facilidades
de pago convenidas con antelación al inicio del proceso de reorganización serán pagadas de
preferencia, inclusive sobre los demás gastos de administración.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 30 de la Ley 1429 de 2010, publicada en el Diario
Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1116 de 2006:

'ARTÍCULO 10. La solicitud de inicio del proceso de reorganización deberá presentarse,
acompañada de los documentos que acrediten, además de los supuestos de cesación de pagos
o de incapacidad de pago inminente, el cumplimiento de los siguientes requisitos:

'1. No haberse vencido el plazo establecido en la ley para enervar las causales de disolución,
sin haber adoptado las medidas tendientes a subsanarla.

'2. Estar cumpliendo con sus obligaciones de comerciante, establecidas en el Código de
Comercio, cuando sea del caso. Las personas jurídicas no comerciantes deberán estar
registradas frente a la autoridad competente.

'3. Si el deudor tiene pasivos pensionales a cargo, tener aprobado el cálculo actuarial y estar
al día en el pago de las mesadas pensionales, bonos y títulos pensionales exigibles.

'4. No tener a cargo obligaciones vencidas por retenciones de carácter obligatorio, a favor de
autoridades fiscales, por descuentos efectuados a los trabajadores, o por aportes al Sistema de
Seguridad Social Integral.

'PARÁGRAFO. Las obligaciones por los conceptos indicados en los numerales 3 y 4 del
presente artículo, causadas durante el proceso, o las facilidades celebradas con las respectivas
entidades responsables sobre tales conceptos con anterioridad a la apertura del proceso
concursal que haya suscrito el deudor para cumplir con el presupuesto para acceder al mismo,
serán pagadas de preferencia, inclusive sobre los demás gastos de administración'.

ARTÍCULO 11. LEGITIMACIÓN. El inicio de un proceso de reorganización podrá ser
solicitado únicamente por los siguientes interesados:

1. En la cesación de pagos, por el respectivo deudor, o por uno o varios de sus acreedores



titulares de acreencias incumplidas, o solicitada de oficio por la Superintendencia que ejerza
supervisión sobre el respectivo deudor o actividad.

2. En la situación de incapacidad de pago inminente, el inicio deberá ser solicitado por el deudor
o por un número plural de acreedores externos sin vinculación con el deudor o con sus socios.

3. Como consecuencia de la solicitud presentada por el representante extranjero de un proceso de
insolvencia extranjero.

PARÁGRAFO. La solicitud de inicio del proceso de reorganización y la intervención de los
acreedores en el mismo, podrá hacerse directamente o a través de abogado.

ARTÍCULO 12. MATRICES, CONTROLANTES, VINCULADOS Y SUCURSALES DE
SOCIEDADES EXTRANJERAS EN COLOMBIA. Una solicitud de inicio del proceso de
reorganización podrá referirse simultáneamente a varios deudores vinculados entre sí por su
carácter de matrices, controlantes o subordinados, o cuyos capitales estén integrados
mayoritariamente por las mismas personas jurídicas o naturales, sea que estas obren directamente
o por conducto d e otras personas, o de patrimonios autónomos afectos a la realización de
actividades empresariales que no tengan como efecto la personificación jurídica. Para tales
efectos, no se requerirá que la situación de control haya sido declarada o inscrita previamente en
el registro mercantil.

El inicio de los procesos deberá ser solicitado ante la Superintendencia de Sociedades de existir
deudores sujetos a su competencia, que tengan un vínculo de subordinación o control, quien será
la competente para conocer de los procesos de todos los deudores vinculados, sin perjuicio de la
posibilidad de celebrar acuerdos de reorganización independientes.

El reconocimiento del proceso extranjero de insolvencia de la matriz o controlante de la sucursal
extranjera establecida en Colombia, en la forma prevista en esta ley, dará lugar al inicio del
proceso de reorganización de la sucursal.

ARTÍCULO 13. SOLICITUD DE ADMISIÓN. La solicitud de inicio del proceso de
reorganización por parte del deudor o de este y sus acreedores deberá venir acompañada de tos
<sic> siguientes documentos:

1. <Numeral modificado por el artículo 33 de la Ley 1429 de 2010. El nuevo texto es el
siguiente:> Los cinco (5) estados financieros básicos correspondientes a los tres (3) últimos
ejercicios y los dictámenes respectivos, si existieren, suscritos por Contador Público o Revisor
Fiscal, según sea el caso, salvo que el deudor, con anterioridad, hubiere remitido a la
Superintendencia tales estados financieros en las condiciones indicadas, en cuyo caso, la
Superintendencia los allegará al proceso para los fines pertinentes.

Notas de Vigencia

- Numeral modificado por el artículo 33 de la Ley 1429 de 2010, publicada en el Diario
Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1116 de 2006:

1. Los cinco (5) estados financieros básicos, correspondientes a los tres (3) últimos ejercicios
y los dictámenes respectivos, si existieren, suscrito por Contador Público o Revisor Fiscal,
según sea el caso.

2. Los cinco (5) estados financieros básicos, con corte al último día calendario del mes
inmediatamente anterior a la fecha de la solicitud, suscrito por Contador Público o Revisor
Fiscal, según sea el caso.

3. <Numeral modificado por el artículo 33 de la Ley 1429 de 2010. El nuevo texto es el
siguiente:> Un estado de inventario de activos y pasivos con corte a la misma fecha indicada en
el numeral anterior, debidamente certificado, suscrito por contador público o revisor fiscal, según
sea el caso.

Notas de Vigencia

- Numeral modificado por el artículo 33 de la Ley 1429 de 2010, publicada en el Diario
Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1116 de 2006:

3. Un estado de inventario de activos y pasivos con corte en la misma fecha indicada en el
numeral anterior, debidamente certificado y valorado, suscrito por Contador Público o
Revisor Fiscal, según sea el caso.

4. Memoria explicativa de las causas que lo llevaron a la situación de insolvencia.

5. Un flujo de caja para atender el pago de las obligaciones.

6. Un plan de negocios de reorganización del deudor que contemple no solo la reestructuración
financiera, sino también organizacional, operativa o de competitividad, conducentes a solucionar
las razones por las cuales es solicitado el proceso, cuando sea del caso.

7. Un proyecto de calificación y graduación de acreencias del deudor, en los términos previstos
en el Título XL del Libro Cuarto del Código Civil y demás normas legales que lo modifiquen y
adicionen, así como el proyecto de determinación de los derechos de voto correspondientes a
cada acreedor

PARÁGRAFO. Cuando la solicitud se presente por los acreedores se deberá acreditar mediante
prueba siquiera sumaria la existencia, cuantía y fecha desde la cual están vencidas las
obligaciones a cargo del deudor, o la existencia de los supuestos que configuran la incapacidad
de pago inminente.

ARTÍCULO 14. ADMISIÓN O RECHAZO DE LA SOLICITUD DE INICIO DEL
PROCESO. Recibida la solicitud de inicio de un proceso de reorganización, el juez del concurso
verificará el cumplimiento de los supuestos y requisitos legales necesarios para su presentación y
trámite, y si está ajustada a la ley, la aceptará dentro de los tres (3) días siguientes a su



presentación.

Si falta información exigida, el Juez del Concurso requerirá mediante oficio al solicitante para
que, dentro de los diez (10) días siguientes, complete lo que haga falta o rinda las explicaciones a
que haya lugar. Este requerimiento interrumpirá los términos para que las autoridades
competentes decidan. Desde la fecha en que el interesado aporte nuevos documentos e
informaciones para satisfacer el requerimiento, comenzarán a correr otra vez los términos.

Cuando el requerimiento no sea respondido oportunamente o la respuesta no contenga las
informaciones o explicaciones pedidas, será rechazada la solicitud.

Si la solicitud es presentada por acreedores la autoridad competente requerirá al deudor para que,
dentro de los treinta (30) días siguientes presente los documentos exigidos en la ley.

Si la información allegada por el deudor no cumple dichos requisitos se le requerirá para que
dentro de los diez (10) días siguientes los allegue al proceso. Si este requerimiento no se cumple,
se ordenará la apertura del proceso de liquidación judicial u ordenará la remoción inmediata de
los administradores.

ARTÍCULO 15. INICIO DE OFICIO. La Superintendencia de Sociedades podrá decretar de
oficio el inicio de un proceso de reorganización en los siguientes eventos:

1. Cuando una sociedad comercial sometida a su vigilancia o control incurra en la cesación de
pagos prevista en la presente ley.

2. Como consecuencia de la solicitud expresa de otra autoridad que adelante funciones de
inspección y vigilancia de empresas, cuando se cumpla el supuesto de cesación de pagos previsto
en esta ley.

3. Cuando con ocasión del proceso de insolvencia de una vinculada o de un patrimonio
autónomo relacionado, la situación económica de la sociedad matriz o controlante, filial o
subsidiaria, o de otro patrimonio autónomo, provoque la cesación de pagos de la vinculada o
relacionadas.

PARÁGRAFO 1o. El Juez Civil del Circuito podrá iniciar de manera oficiosa el proceso de
reorganización en el evento establecido en el numeral 2 del presente artículo.

PARÁGRAFO 2o. Para la iniciación oficiosa del proceso de reorganización, el Juez del
Concurso requerirá al deudor en los términos establecidos por el artículo anterior de la presente
ley.

ARTÍCULO 16. INEFICACIA DE ESTIPULACIONES CONTRACTUALES. Son
ineficaces, sin necesidad de declaración judicial, las estipulaciones contractuales que tengan por
objeto o finalidad impedir u obstaculizar directa o indirectamente el inicio de un proceso de
reorganización, mediante la terminación anticipada de contratos, la aceleración de obligaciones,
la imposición de restricciones y, en general, a través de cualquier clase de prohibiciones,
solicitud de autorizaciones o imposición de efectos desfavorables para el deudor que sea
admitido al proceso de reorganización previsto en esta ley. Así mismo, toda estipulación que
impida o dificulte la participación del deudor en licitaciones públicas o privadas, en igualdad de
circunstancias.



Las discrepancias sobre los presupuestos de la ineficacia de una estipulación, en el supuesto
previsto en el presente artículo, serán decididas por el juez del concurso.

De verificarse la ocurrencia de la ineficacia y haber intentado hacer efectiva la cláusula el
acreedor, el pago de los créditos a su favor quedará legalmente postergado a la atención previa de
todos los demás créditos dentro de dicho proceso, y el juez de considerarlo necesario para el
logro de los fines del proceso, podrá ordenar la cancelación inmediata de todas las garantías que
hayan sido otorgadas por el deudor o por terceros para caucionar los créditos objeto de la
ineficacia.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-620-12
de 9 de agosto de 2012, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

ARTÍCULO 17. EFECTOS DE LA PRESENTACIÓN DE LA SOLICITUD DE ADMISIÓN
AL PROCESO DE REORGANIZACIÓN CON RESPECTO AL DEUDOR. A partir de la fecha
de presentación de la solicitud, se prohíbe a los administradores la adopción de reformas
estatutarias; la constitución y ejecución de garantías o cauciones que recaigan sobre bienes
propios del deudor, incluyendo fiducias mercantiles o encargos fiduciarios que tengan dicha
finalidad; efectuar compensaciones, pagos, arreglos, desistimientos, allanamientos,
terminaciones unilaterales o de mutuo acuerdo de procesos en curso; conciliaciones o
transacciones de ninguna clase de obligaciones a su cargo; ni efectuarse enajenaciones de bienes
u operaciones que no correspondan al giro ordinario de los negocios del deudor o que se lleven a
cabo sin sujeción a las limitaciones estatutarias aplicables, incluyendo las fiducias mercantiles y
los encargos fiduciarios que tengan esa finalidad o encomienden o faculten al fiduciario en tal
sentido; salvo que exista autorización previa, expresa y precisa del juez del concurso.

La autorización para la celebración, ejecución o modificación de cualquiera de las operaciones
indicadas podrá ser solicitada por el deudor mediante escrito motivado ante el juez del concurso,
según sea el caso.

La celebración de fiducias mercantiles u otro tipo de contratos que tenga por objeto o como
efecto la emisión de títulos colocados a través del mercado público de valores en Colombia,
deberán obtener autorización de la autoridad competente.

La emisión de títulos colocados a través del mercado público de valores en Colombia, a través de
patrimonios autónomos o de cualquier otra manera, deberán obtener adicionalmente la
autorización de la autoridad competente.

Tratándose de la ejecución de fiducias mercantiles cuyos patrimonios autónomos estén
constituidos por los bienes objeto de titularizaciones, colocadas a través del mercado público de
valores, no se requerirá la autorización a que se refiere este artículo. Tampoco se requerirá en el
caso de que la operación en cuestión corresponda a la ejecución de una fiducia mercantil en
garantía que haga parte de la estructuración de una emisión de títulos colocados a través del
mercado público de valores.

PARÁGRAFO 1o. Cualquier acto celebrado o ejecutado en contravención a lo dispuesto en el



presente artículo dará lugar a la remoción de los administradores, quienes serán solidariamente
responsables de los daños y perjuicios causados a la sociedad, a los socios y acreedores. Así
mismo, se podrá imponer multas sucesivas hasta de doscientos (200) salarios mínimos mensuales
legales vigentes al acreedor, al deudor y a sus administradores, según el caso, hasta tanto sea
reversada la operación respectiva; así como a la postergación del pago de sus acreencias. El
trámite de dichas sanciones se adelantará de conformidad con el artículo 8o de esta ley y no
suspende el proceso de reorganización.

PARÁGRAFO 2o. A partir de la admisión al proceso de insolvencia, de realizarse cualquiera de
los actos a que hace referencia el presente artículo sin la respectiva autorización, será ineficaz de
pleno derecho, sin perjuicio de las sanciones a los administradores señaladas en el parágrafo
anterior.

PARÁGRAFO 3o. <Parágrafo adicionado por el artículo 34 de la Ley 1429 de 2010. El nuevo
texto es el siguiente:> Desde la presentación de la solicitud de reorganización hasta la aceptación
de la misma, el deudor únicamente podrá efectuar pagos de obligaciones propias del giro
ordinario de sus negocios, tales como laborales, fiscales y proveedores.

Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 34 de la Ley 1429 de 2010, publicada en el Diario
Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010.

PARÁGRAFO 4o. <Parágrafo adicionado por el artículo 34 de la Ley 1429 de 2010. El nuevo
texto es el siguiente:> En especial el juez del concurso podrá autorizar el pago anticipado de las
pequeñas acreencias, es decir aquellas que, en conjunto, no superen el cinco por ciento del pasivo
externo del deudor.

Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 34 de la Ley 1429 de 2010, publicada en el Diario
Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010.

<Doctrina Concordante MINTIC>

Concepto 963305 de 2016  

CAPITULO III.

INICIO DEL PROCESO.

ARTÍCULO 18. INICIO DEL PROCESO DE REORGANIZACIÓN. El proceso de
reorganización comienza el día de expedición del auto de iniciación del proceso por parte del
juez del concurso.

La providencia que decrete la iniciación del proceso de reorganización no será susceptible de
ningún recurso. La que lo niegue sólo será susceptible del recurso de reposición, que podrá ser
interpuesto por el deudor o el acreedor o acreedores solicitantes. Lo anterior sin perjuicio de lo
establecido en el parágrafo primero del artículo 6o de la presente ley.



ARTÍCULO 19. INICIO DEL PROCESO DE REORGANIZACIÓN. La providencia que
decreta el inicio del proceso de reorganización deberá, comprender los siguientes aspectos:

1. <Numeral derogado por el artículo 626 de la Ley 1564 de 2012>

Notas de Vigencia

- Numeral derogado por el artículo 626 de la Ley 1564 de 2012, publicada en el Diario
Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012, 'Por medio de la cual se expide el Código General
del Proceso y se dictan otras disposiciones'. Rige a partir de su promulgación.

- Numeral suprimido por el artículo 40 de la Ley 1380 de 2010, publicada en el Diario Oficial
No. 47.603 de 25 de enero de 2010. INEXEQUIBLE.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el inciso 1o. del artículo 35 de la Ley 1429 de 2010, 'por la cual se expide la
Ley de Formalización y Generación de Empleo', publicada en el Diario Oficial No. 47.937 de
29 de diciembre de 2010, según el cual:

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 35. INTERVENCIÓN DE PROMOTOR EN LOS PROCESOS DE
REORGANIZACIÓN. Las funciones que de acuerdo con la Ley 1116 de 2006 corresponden
al promotor serán cumplidas por el representante legal de la persona jurídica deudora o por el
deudor persona natural comerciante, según el caso.

Excepcionalmente, el juez del concurso podrá designar un promotor cuando a la luz de las
circunstancias en su criterio se justifique, para lo cual tomará en cuenta entre otros factores la
importancia de la empresa, el monto de sus pasivos, el número de acreedores, el carácter
internacional de la operación, la existencia de anomalías en su contabilidad y el
incumplimiento de obligaciones legales por parte del deudor.

Cualquier número de acreedores no vinculados que representen cuando menos el treinta por
ciento del total del pasivo externo podrán solicitar en cualquier tiempo la designación de un
promotor, en cuyo caso el juez del concurso procederá a su designación de manera inmediata.
La solicitud podrá ser presentada desde el inicio del proceso y el porcentaje de votos será
calculado con base en la información presentada por el deudor con su solicitud.

De igual manera, el deudor podrá solicitar la designación del promotor desde el inicio del
proceso, en cuyo caso el juez del concurso procederá a su designación.

(...)'.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional  

- La Ley 1380 de 2010 fue declarada INEXEQUIBLE, por vicio de trámite, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-685-11 de 19 de septiembre de 2011, Magistrado
Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1116 de 2006:

1. <Ver Notas del Editor> Establecer la fecha de la audiencia pública para realizar el sorteo
de designación del promotor. Una vez designado el promotor, el juez del concurso pondrá a
su disposición la totalidad de los documentos aportados con la solicitud de admisión al
trámite.

2. Ordenar la inscripción del auto de inicio del proceso de reorganización en el registro mercantil
de la Cámara de Comercio correspondiente al domicilio del deudor y de sus sucursales o en el
registro que haga sus veces.

3. Ordenar al promotor designado, que con base en la información aportada por el deudor y
demás documentos y elementos de prueba que aporten los interesados, presente el proyecto de
calificación y graduación de créditos y derechos de voto, incluyendo aquellas acreencias
causadas entre la fecha de corte presentada con la solicitud de admisión al proceso y la fecha de
inicio del proceso, so pena de remoción, dentro del plazo asignado por el juez del concurso, el
cual no podrá ser inferior a veinte (20) días ni superior a dos (2) meses.

4. Disponer el traslado por el término de diez (10) días, a partir del vencimiento del término
anterior, del estado del inventario de los bienes del deudor, presentado con la solicitud de inicio
del proceso, y del proyecto de calificación y graduación de créditos y derechos de voto
mencionada en el ante rior numeral, con el fin de que los acreedores puedan objetarlos.

5. Ordenar al deudor, a sus administradores, o vocero, según corresponda, mantener a disposición
de los acreedores, en su página electrónica, si la tiene, y en la de la Superintendencia de
Sociedades, o por cualquier otro medio idóneo que cumpla igual propósito, dentro de los diez
(10) primeros días de cada trimestre, a partir del inicio de la negociación, los estados financieros
básicos actualizados, y la información relevante para evaluar la situación del deudor y llevar a
cabo la negociación, así como el estado actual del proceso de reorganización, so pena de la
imposición de multas.

6. Prevenir al deudor que, sin autorización del juez del concurso, no podrá realizar enajenaciones
que no estén comprendidas en el giro ordinario de sus negocios, ni constituir cauciones sobre
bienes del deudor, ni hacer pagos o arreglos relacionados con sus obligaciones, ni adoptar
reformas estatutarias tratándose de personas jurídicas.

7. Decretar, cuando lo considere necesario, medidas cautelares sobre los bienes del deudor y
ordenar, en todo caso, la inscripción en el registro competente la providencia de inicio del
proceso de reorganización, respecto de aquellos sujetos a esa formalidad.

8. Ordenar al deudor y al promotor, la fijación de un aviso que informe sobre el inicio del
proceso, en la sede y sucursales del deudor.



9. Ordenar a los administradores del deudor y al promotor que, a través de los medios que
estimen idóneos en cada caso, efectivamente informen a todos los acreedores la fecha de inicio
del proceso de reorganización, transcribiendo el aviso que informe acerca del inicio expedido por
la autoridad competente, incluyendo a los jueces que tramiten procesos de ejecución y
restitución. En todo caso, deberá acreditar ante el juez del concurso el cumplimiento de lo
anterior y siempre los gastos serán a cargo del deudor.

10. Disponer la remisión de una copia de la providencia de apertura al Ministerio de la
Protección Social, a la Dirección de Impuestos y Adunas Nacionales, y a la Superintendencia que
ejerza la vigilancia o control del deudor, para lo de su competencia.

11. Ordenar la fijación en sus oficinas, en un lugar visible al público y por un término de cinco
(5) días, de un aviso que informe acerca del inicio del mismo, del nombre del promotor, la
prevención al deudor que, sin autorización del juez del concurso, según sea el caso, no podrá
realizar enajenaciones que no estén comprendidas en el giro ordinario de sus negocios, ni
constituir cauciones sobre bienes del deudor, ni hacer pagos o arreglos relacionados con sus
obligaciones, ni adoptar reformas estatutarias tratándose de personas jurídicas.

PARÁGRAFO. De común acuerdo el deudor y los acreedores titulares de la mayoría absoluta de
los votos, podrán, en cualquier momento, reemplazar al promotor designado por el juez del
concurso, siempre y cuando este último haga parte de la lista elaborada por la Superintendencia
de Sociedades.

CAPITULO IV.

EFECTOS DEL INICIO DEL PROCESO DE REORGANIZACIÓN.

ARTÍCULO 20. NUEVOS PROCESOS DE EJECUCIÓN Y PROCESOS DE EJECUCIÓN
EN CURSO. A partir de la fecha de inicio del proceso de reorganización no podrá admitirse ni
continuarse demanda de ejecución o cualquier otro proceso de cobro en contra del deudor. Así,
los procesos de ejecución o cobro que hayan comenzado antes del inicio del proceso de
reorganización, deberán remitirse para ser incorporados al trámite y considerar el crédito y las
excepciones de mérito pendientes de decisión, las cuales serán tramitadas como objeciones, para
efectos de calificación y graduación y las medidas cautelares quedarán a disposición del juez del
concurso, según sea e l caso, quien determinará si la medida sigue vigente o si debe levantarse,
según convenga a los objetivos del proceso, atendiendo la recomendación del promotor y
teniendo en cuenta su urgencia, conveniencia y necesidad operacional, debidamente motivada.

El Juez o funcionario competente declarará de plano la nulidad de las actuaciones surtidas en
contravención a lo prescrito en el inciso anterior, por auto que no tendrá recurso alguno.

El promotor o el deudor quedan legalmente facultados para alegar individual o conjuntamente la
nulidad del proceso al juez competente, para lo cual bastará aportar copia del certificado de la
Cámara de Comercio, en el que conste la inscripción del aviso de inicio del proceso, o de la
providencia de apertura. El Juez o funcionario que incumpla lo dispuesto en los incisos
anteriores incurrirá en causal de mala conducta.

ARTÍCULO 21. CONTINUIDAD DE CONTRATOS. Por el hecho del inicio del proceso de
reorganización no podrá decretarse al deudor la terminación unilateral de ningún contrato,



incluidos los contratos de fiducia mercantil y encargos fiduciarios con fines diferentes a los de
garantía. Tampoco podrá decretarse la caducidad administrativa, a no ser que el proceso de
declaratoria de dicha caducidad haya sido iniciado con anterioridad a esa fecha.

Los incumplimientos de obligaciones contractuales causadas con posterioridad al inicio del
proceso de reorganización, o las distintas al incumplimiento de obligaciones objeto de dicho
trámite, podrán alegarse para exigir su terminación, independientemente de cuando hayan
ocurrido dichas causales.

El deudor admitido a un trámite de reorganización podrá buscar la renegociación, de mutuo
acuerdo, de los contratos de tracto sucesivo de que fuera parte.

Cuando no sea posible la renegociación de mutuo acuerdo, el deudor podrá solicitar al juez del
concurso, autorización para la terminación del contrato respectivo, la cual se tramitará como
incidente, observando para el efecto el procedimiento indicado en el artículo 8o de esta ley. La
autorización podrá darse cuando el empresario acredite las siguientes circunstancias:

1. El contrato es uno de tracto sucesivo que aún se encuentra en proceso de ejecución.

2. Las prestaciones a cargo del deudor resultan excesivas, tomando en consideración el precio de
las operaciones equivalentes o de reemplazo que el deudor podría obtener en el mercado al
momento de la terminación. Al momento de la solicitud, el deudor deberá presentar:

a) Un análisis de la relación costo-beneficio para el propósito de la reorganización de llevarse a
cabo la terminación, en la cual se tome en cuenta la indemnización a cuyo pago podría verse
sujeto el deudor con ocasión de la terminación;

b) En caso que el juez de concurso autorice la terminación del contrato, la indemnización
respectiva se tramitará a través del procedimiento abreviado y el monto que resulte de la
indemnización se incluirá en el acuerdo de reorganización, en la clase que corresponda.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo (parcial) por
ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-620-12 de 9 de agosto de 2012, Magistrado
Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

ARTÍCULO 22. PROCESOS DE RESTITUCIÓN DE BIENES OPERACIONALES
ARRENDADOS Y CONTRATOS DE LEASING. A partir de la apertura del proceso de
reorganización no podrán iniciarse o continuarse procesos de restitución de tenencia sobre bienes
muebles o inmuebles con los que el deudor desarrolle su objeto social, siempre que la causal
invocada fuere la mora en el pago de cánones, precios, rentas o cualquier otra contraprestación
correspondiente a contratos de arrendamiento o de leasing.

El incumplimiento en el pago de los cánones causados con posterioridad al inicio del proceso
podrá dar lugar a la terminación de los contratos y facultará al acreedor para iniciar procesos
ejecutivos y de restitución, procesos estos en los cuales no puede oponerse como excepción el
hecho de estar tramitándose el proceso de reorganización.



ARTÍCULO 23. SUSPENSIÓN DE LA CAUSAL DE DISOLUCIÓN POR PÉRDIDAS.
Durante el trámite del proceso de reorganización queda suspendido de pleno derecho, el plazo
dentro del cual pueden tomarse u ordenar las medidas conducentes al restablecimiento del
patrimonio social, con el objeto de enervar la causal de disolución por pérdidas.

En el acuerdo de reorganización deberá pactarse expresamente la forma y términos cómo
subsanarán dicha causal, incluyendo el documento de compromiso de los socios, cuando sea del
caso.

CAPITULO V.

CALIFICACIÓN Y GRADUACIÓN DE CRÉDITOS Y DERECHOS DE VOTO E
INVENTARIO DE BIENES.

ARTÍCULO 24. CALIFICACIÓN Y GRADUACIÓN DE CRÉDITOS Y DERECHOS DE
VOTO. Para el desarrollo del proceso, el deudor deberá allegar con destino al promotor un
proyecto de calificación y graduación de créditos y derechos de voto, en el cual estén detalladas
claramente las obligaciones y los acreedores de las mismas, debidamente clasificados para el
caso de los créditos, en los términos del Título XL del Libro Cuarto del Código Civil y demás
normas legales que lo modifiquen o adicionen.

Los derechos de voto, y sólo para esos efectos, serán calculados, a razón de un voto por cada
peso del valor de su acreencia cierta, sea o no exigible, sin incluir intereses, multas, sanciones u
otros conceptos distintos del capital, salvo aquellas provenientes de un acto administrativo en
firme, adicionándoles para su actualización la variación en el índice mensual de precios al
consumidor certificado por el DANE, durante el período comprendido entre la fecha de
vencimiento de la obligación y la fecha de corte de la calificación y graduación de créditos. En el
caso de obligaciones pagadas en varios contados o instalamentos, serán actualizadas en forma
separada.

En esta relación de acreedores deberá indicarse claramente cuáles de ellos son los vinculados al
deudor, a sus socios, administradores o controlantes, por cualquiera de las siguientes razones:

1. Parentesco, hasta cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil.

2. Tener o haber tenido en los cinco últimos años accionistas, socios o asociados comunes.

3. Tener o haber tenido, en el mismo período indicado en el numeral anterior, representantes o
administradores comunes.

4. Existencia de una situación de subordinación o grupo empresarial.

Las reglas anteriores deberán aplicarse en todos los eventos donde haya lugar a la actualización
de la calificación y graduación de créditos y los derechos de voto de los acreedores.

ARTÍCULO 25. CRÉDITOS. Los créditos a cargo del deudor deben ser relacionados
precisando quiénes son los acreedores titulares y su lugar de notificación, discriminando cuál es
la cuantía del capital y cuáles son las tasas de interés, expresadas en términos efectivos anuales,
correspondientes a todas las acreencias causadas u originadas con anterioridad a la fecha de
inicio del proceso.



Los créditos litigiosos y las acreencias condicionales, quedarán sujetos a los términos previstos
en el acuerdo, en condiciones iguales a los de su misma clase y prelación legal, así como a las
resultas correspondientes al cumplimiento de la condición o de la sentencia o laudo respectivo.
En el entretanto, el deudor constituirá una provisión contable para atender su pago.

Los fallos de cualquier naturaleza proferidos con posterioridad a la firma del acuerdo, por motivo
de obligaciones objeto del proceso de reorganización, no constituyen gastos de administración y
serán pagados en los términos previstos en el mismo para los de su misma clase y prelación legal.
En el evento de estar cancelados los de su categoría, procederá su pago, dentro de los diez (10)
días siguientes a la ejecutoria del fallo.

ARTÍCULO 26. ACREENCIAS NO RELACIONADAS POR EL DEUDOR O EL
PROMOTOR. Los acreedores cuyas obligaciones no hayan sido relacionadas en el inventario de
acreencias y en el correspondiente proyecto de reconocimiento y graduaciones de créditos y
derechos de voto a que hace referencia esta ley y que no hayan formulado oportunamente
objeciones a las mismas, sólo podrán hacerlas efectivas persiguiendo los bienes del deudor que
queden una vez cumplido el acuerdo celebrado o cuando sea incumplido este, salvo que sean
expresamente admitidos por los demás acreedores en el acuerdo de reorganización.

No obstante, las acreencias que, a sabiendas, no hubieren sido relacionadas en el proyecto de
reconocimiento y graduación de créditos y que no estuvieren registradas en la contabilidad, darán
derecho al acreedor de perseguir solidariamente, en cualquier momento, a los administradores,
contadores públicos y revisores fiscales, por los daños que le ocasionen, sin perjuicio de las
acciones penales a que haya lugar.

ARTÍCULO 27. REGLAS ESPECIALES DE VOTOS. Los votos de los siguientes acreedores
están sujetos a reglas especiales adicionales:

1. Los votos de las acreencias laborales serán los que correspondan a acreencias ciertas,
establecidas en la ley, contrato de trabajo, convención colectiva, pacto colectivo o laudo arbitral,
aunque no sean exigibles.

2. Los correspondientes a las acreencias derivadas de contratos de tracto sucesivo, sólo incluirán
los instalamentos causados y pendientes de pago.

ARTÍCULO 28. SUBROGACIÓN Y CESIÓN DE ACREENCIAS. La subrogación legal o
cesión de créditos traspasan al nuevo acreedor todos los derechos, acciones, privilegios y
accesorios en los términos del artículo 1670 del Código Civil. El adquirente de la respectiva
acreencia será titular también de los votos correspondientes a ella.

ARTÍCULO 29. OBJECIONES. <Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 1429 de
2010. El nuevo texto es el siguiente:> Del proyecto de reconocimiento y graduación de créditos y
derechos de voto presentados por el promotor, se correrá traslado en las oficinas del juez del
concurso por el término de cinco (5) días.

El deudor no podrá objetar las acreencias incluidas en la relación de pasivos presentada por él
con la solicitud de inicio del proceso de reorganización. Por su parte, los administradores no



podrán objetar las obligaciones de acreedores externos que estén incluidas dentro de la relación
efectuada por el deudor.

De manera inmediata al vencimiento del término anterior, el Juez del concurso correrá traslado
de las objeciones por un término de tres (3) días para que los acreedores objetados se pronuncien
con relación a las mismas, aportando las pruebas documentales a que hubiere lugar.

Vencido dicho plazo, correrá un término de diez (10) días para provocar la conciliación de las
objeciones. Las objeciones que no sean conciliadas serán decididas por el juez del concurso en la
audiencia de que trata el artículo siguiente.

La única prueba admisible para el trámite de objeciones será la documental, la cual deberá
aportarse con el escrito de objeciones o con el de respuesta a las mismas.

No presentadas objeciones, el juez del concurso reconocerá los créditos, establecerá los derechos
de voto y fijará el plazo para la presentación del acuerdo por providencia que no tendrá recurso
alguno.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 1429 de 2010, publicada en el Diario
Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1116 de 2006:

ARTÍCULO 29. Del proyecto de reconocimiento y graduación de créditos y derechos de voto
presentados por el promotor y del inventario de bienes del deudor, se correrá traslado, en las
oficinas del Juez del concurso o donde este determine, según sea el caso, por el término de
diez (10) días.

Dentro del término de traslado previsto en el inciso anterior, los acreedores podrán presentar
las objeciones, con relación a tales actuaciones, solicitando o allegando las pruebas que
pretendan hacer valer.

Al día siguiente de vencido el término anterior, el Ju ez del concurso correrá traslado de las
objeciones v observaciones por un término de cinco (5) días para que los interesados hagan
los pronunciamientos que consideren pertinentes, solicitando o allegando las pruebas a que
haya lugar.

Una vez vencido dicho término, el promotor tendrá diez (10) días para provocar la
conciliación de dichas objeciones. Dentro de los dos (2) días siguientes al vencimiento del
término mencionado, el promotor informará al Juez del Concurso, el resultado de su gestión.

No presentadas objeciones, el juez del concurso declarará aprobado el inventario, reconocerá
los créditos, establecerá los derechos de voto, y fijará plazo para la presentación del acuerdo.

ARTÍCULO 30. DECISIÓN DE OBJECIONES. <Artículo modificado por el artículo 37 de
la Ley 1429 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> Si se presentaren objeciones, el juez del
concurso procederá así:



1. Tendrá como pruebas las documentales aportadas por las partes.

2. En firme la providencia de decreto de pruebas convocará a audiencia para resolver las
objeciones, la cual se llevará a cabo dentro de los cinco días siguientes.

3. En la providencia que decida las objeciones el Juez reconocerá los créditos, asignará los
derechos de voto y fijará plazo para la celebración del acuerdo. Contra esta providencia solo
procederá el recurso de reposición que deberá presentarse en la misma audiencia.

En ningún caso la audiencia podrá ser Suspendida.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 37 de la Ley 1429 de 2010, publicada en el Diario
Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1116 de 2006:

ARTÍCULO 30. Si se presentaren objeciones, el juez del concurso procederá así:

1. Decretará y ordenará de oficio o a solicitud de los interesados la práctica de las pruebas
que sean conducentes.

2. Practicadas las pruebas en un tiempo no superior a treinta (30) días, convocará a audiencia
en la cual resolverá las objeciones. En la misma providencia aprobará el inventario,
reconocerá los créditos, asignará los derechos de voto y fijará plazo para la presentación del
acuerdo.

3. La suspensión de la audiencia sólo podrá ser decretada por el Juez del Concurso cuando
existan comprobados motivos que ameriten dicha suspensión, siempre en beneficio del
proceso y en todo caso por un término no mayor a diez (10) días.

Resueltas las objeciones, el Juez del concurso mediante providencia declarará aprobado el
inventario valorado, la calificación y graduación de créditos, así como los derechos de voto, y
fijará plazo para la presentación del acuerdo, de conformidad con lo previsto en el artículo
siguiente.

Igualmente, el deudor, con la mayoría absoluta de acreedores, podrán acordar la designación
de un nuevo promotor.

CAPITULO VI.

ACUERDO DE REORGANIZACIÓN.

ARTÍCULO 31. TÉRMINO PARA CELEBRAR EL ACUERDO DE REORGANIZACIÓN.
<Artículo modificado por el artículo 38 de la Ley 1429 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:>
En la providencia de reconocimiento de créditos se señalará el plazo de cuatro meses para
celebrar el acuerdo de reorganización, sin perjuicio de que las partes puedan celebrarlo en un
término inferior. El término de cuatro meses no podrá prorrogarse en ningún caso.



Dentro del plazo para la celebración del acuerdo, el promotor con fundamento en el plan de
reorganización de la empresa y el flujo de caja elaborado para atender el pago de las
obligaciones, deberá presentar ante el juez del concurso, según sea el caso, un acuerdo de
reorganización debidamente aprobado con los votos favorables de un número plural de
acreedores que representen, por lo menos la mayoría absoluta de los votos admitidos. Dicha
mayoría deberá, adicionalmente, conformarse de acuerdo con las siguientes reglas:

1. Existen cinco (5) categorías de acreedores, compuestas respectivamente por:

a) Los titulares de acreencias laborales;

b) Las entidades públicas;

c) Las instituciones financieras, nacionales y demás entidades sujetas a la inspección y vigilancia
de la Superintendencia Financiera de Colombia de carácter privado, mixto o público; y las
instituciones financieras extranjeras;

d) Acreedores internos, y

e) Los demás acreedores externos.

2. Deben obtenerse votos favorables provenientes de por lo menos de <sic> tres (3) categorías de
acreedores.

3. En caso de que solo existan tres (3) categorías de acreedores, la mayoría deberá conformarse
con votos favorables provenientes de acreedores pertenecientes a dos (2) de ellas.

4. De existir solo dos (2) categorías de acreedores, la mayoría deberá conformarse con votos
favorables provenientes de ambas clases de acreedores.

Si el acuerdo de reorganización debidamente aprobado no es presentado en el término previsto en
este artículo, comenzará a correr de inmediato el término para celebrar el acuerdo de
adjudicación.

El acuerdo de reorganización aprobado con el voto favorable de un número plural de acreedores
que representen, por lo menos, el setenta y cinco por ciento (75%) de los votos no requerirá de
las categorías de acreedores votantes, establecidas en las reglas contenidas en los numerales
anteriores.

PARÁGRAFO 1o. Para los efectos previstos en esta ley se consideran acreedores internos los
socios o accionistas de las sociedades, el titular de las cuotas o acciones en la empresa
unipersonal y los titulares de participaciones en cualquier otro tipo de persona jurídica. En el
caso de la persona natural comerciante, el deudor tendrá dicha condición.

Para efectos de calcular los votos, cada acreedor interno tendrá derecho a un número de votos
equivalente al valor que se obtenga al multiplicar su porcentaje de participación en el capital, por
la cifra que resulte de restar del patrimonio, las partidas correspondientes a utilidades decretadas
en especie y el monto de la cuenta de revalorización del patrimonio, así haya sido capitalizada,
de conformidad con el balance e información con corte a la fecha de admisión al proceso de
insolvencia. Cuando el patrimonio fuere negativo cada accionista tendrá derecho a un voto.

La reforma del acuerdo de reorganización deberá ser adoptada con el mismo porcentaje de votos



requeridos para su aprobación y confirmación. Para el efecto, serán descontados de los votos
originalmente determinados aquellas acreencias que hayan sido extinguidas en ejecución del
acuerdo de reorganización, permaneciendo los votos de los acreedores internos igual a los
calculados para la primera determinación, con base en la fecha de inicio del proceso.

PARÁGRAFO 2o. Cuando los acreedores internos o vinculados detenten la mayoría decisoria en
el acuerdo de reorganización, no podrá preveerse en el acuerdo ni en sus reformas un plazo para
la atención del pasivo externo de acreedores no vinculados superior a diez años contados desde la
fecha de celebración del acuerdo, salvo que la mayoría de los acreedores externos consientan en
el otorgamiento de un plazo superior.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 38 de la Ley 1429 de 2010, publicada en el Diario
Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1116 de 2006:

ARTÍCULO 31. En la providencia de reconocimiento de créditos se señalará el plazo para
celebrar el acuerdo, el cual, en principio, no será superior a cuatro (4) meses.

No obstante, antes del vencimiento del término indicado en el inciso anterior, el deudor y un
número plural de acreedores que represente la mayoría de los votos, podrán presentar una
solicitud conjunta, debidamente motivada, para que sea concedida una prórroga en el plazo
para celebrar el acuerdo, la cual en ningún caso podrá ser superior a dos (2) meses
adicionales a los inicialmente otorgados.

Para efectos de lo anterior, el promotor deberá informar acerca de esta situación, respaldada
en una certificación expedida por el representante legal y contador público o revisor fiscal,
según sea el caso, donde acrediten que la sociedad viene cumpliendo con el pago oportuno de
las obligaciones causadas con posterioridad al inicio del proceso de insolvencia.

Esta misma regla aplicará para el evento de la no confirmación del acuerdo en la audiencia
respectiva.

Dentro del plazo indicado para celebrar el acuerdo, el promotor con fundamento en el plan de
reorganización de la empresa y el flujo de caja elaborado para atender el pago de las
obligaciones, deberá presentar ante el juez del concurso, según sea el caso, un acuerdo de
reorganización debidamente aprobado por el voto favorable de un número plural de
acreedores que representen, por lo menos, la mayoría absoluta de los votos admitidos. Dicha
mayoría deberá, adicionalmente, conformarse de acuerdo con las siguientes reglas:

1. Existen cinco (5) clases de acreedores, compuestas respectivamente por:

a) Los titulares de acreencias laborales;

b) Las entidades públicas y las instituciones de seguridad social;

c) Las instituciones financieras nacionales y demás entidades sujetas a la inspección y
vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia de carácter privado, mixto o
público; y las instituciones financieras extranjeras;



d) Acreedores internos, y

e) Los demás acreedores externos.

2. Deben obtener votos favorables provenientes de por lo menos de tres (3) clases de
acreedores.

3. En caso de que sólo existan tres (3) clases de acreedores, la mayoría deberá conformarse
con votos favorables provenientes de acreedores pertenecientes a dos (2) de ellas.

4. De existir sólo dos (2) clases de acreedores, la mayoría deberá conformarse con votos
favorables provenientes de ambas clases de acreedores.

Si el acuerdo de reorganización debidamente aprobado no es presentado en el término
previsto en este artículo, comenzará a correr de inmediato el término para celebrar el acuerdo
de adjudicación.

El acuerdo de reorganización aprobado con el voto favorable de un número plural de
acreedores que representen, por lo menos, el setenta y cinco por ciento (75%) de los votos no
requerirá de las clases de acreedores votantes, establecido en las reglas contenidas en los
numerales anteriores.

PARÁGRAFO. Para los efectos previstos en esta ley se consideran acreedores internos los
socios o accionistas de las sociedades, el titular de las cuotas o acciones en la empresa
unipersonal, y los titulares de participaciones en cualquier otro tipo de persona jurídica.

Para efectos de calcular los votos, cada acreedor interno tendrá derecho a un número de votos
equivalente al valor que se obtenga al multiplicar su porcentaje de participación en el capital,
por la cifra que resulte de restar del patrimonio, las partidas correspondientes a utilidades
decretadas en especie y el monto de la cuenta de revalorización del patrimonio, así haya sido
capitalizada, de conformidad con el balance e información con corte a la fecha de admisión al
proceso de insolvencia.

La reforma del acuerdo de reorganización deberá ser adoptada con el mismo porcentaje de
votos requeridos para su aprobación y confirmación. Para el efecto, serán descontados de los
votos originalmente determinados aquellas acreencias que ya hayan sido extinguidas en
ejecución del acuerdo de reorganización, permaneciendo los votos de los acreedores internos
igual a los calculados para la primera determinación, con base en la fecha de inicio del
proceso.

ARTÍCULO 32. MAYORÍA ESPECIAL EN EL CASO DE LAS ORGANIZACIONES
EMPRESARIALES Y ACREEDORES INTERNOS. Además de la mayoría exigida por el
artículo anterior para la aprobación del acuerdo, cuando los acreedores internos o cuando uno o
varios acreedores, pertenecientes a una misma organización o grupo empresarial emitan votos en
un mismo sentido que equivalgan a la mayoría absoluta o más de los votos admisibles, la
aprobación requerirá, además, del voto emitido en el mismo sentido por un número plural de
acreedores de cualquier clase o clases que sea igual o superior al veinticinco por ciento (25%) de
los votos restantes admitidos.

Forman parte de una organización empresarial:



1. Las personas que tengan la calidad de matrices o controlantes y sus subordinadas, en los
términos de los artículos 260 y 261 del Código de Comercio.

2. Los empresarios y empresas anunciados ante terceros como “grupo”, 'organización”,
“agrupación”, “conglomerado” o expresión semejante.

3. Las personas naturales o jurídicas vinculadas por medio de contratos de colaboración tales
como sociedades de hecho, consorcios, uniones temporales y contrato de riesgo compartido,
siempre y cuando exista plena prueba sobre la existencia de tales contratos.

Las discrepancias al respecto serán decididas por el juez del concurso, en la audiencia de
confirmación.

Cuando dos o más acreedores configuren una misma organización o grupo empresarial, deberán
informar al promotor sobre el particular, a más tardar en la fecha de la audiencia de decisión de
objeciones o en la fecha de la expedición de la providencia que fija el plazo para la celebración
del acuerdo. En caso de incumplimiento de la anterior obligación, respecto de los acreedores que
no hayan informado sobre la conformación de grupo empresarial, sus derechos de voto quedarán
reducidos a la mitad.

ARTÍCULO 33. MAYORÍA ESPECIAL PARA LAS REBAJAS AL CAPITAL. Sin
perjuicio de las mayorías establecidas en el artículo precedente, las prórrogas, plazos de gracia,
quitas y condonaciones estipulados en el acuerdo, no podrán implicar que el pago de las
acreencias objeto de reorganización sea inferior al valor del capital de las mismas, a menos que
tales estipulaciones:

1. Sean aprobadas con el voto favorable de un número plural de acreedores que equivalga a no
menos del sesenta por ciento (60%) de votos admisibles de los acreedores externos, de la clase
cuyas acreencias serán afectadas y sin participación del voto de los acreedores internos; o

2. Cuenten con el consentimiento individual y expreso del respectivo acreedor, en el caso de no
contar con la mayoría prevista en el numeral anterior.

ARTÍCULO 34. CONTENIDO DEL ACUERDO. Las estipulaciones del acuerdo deberán
tener carácter general, en forma que no quede excluido ningún crédito reconocido o admitido, y
respetarán para efectos del pago, la prelación, los privilegios y preferencias establecidas en la ley.

Los créditos a favor de la DIAN y los demás acreedores de carácter fiscal no estarán sujetos a los
términos del estatuto tributario y demás disposiciones especiales, para efectos de determinar sus
condiciones de pago y tasas, las cuales quedarán sujetas a las resultas del acuerdo de
reorganización o de adjudicación.

El acuerdo deberá incluir, entre otras, cláusulas que regulen la conformación y funciones de un
comité de acreedores con participación de acreedores internos y externos, que no tendrán
funciones de administración ni coadministración de la empresa.

Así mismo deberá pactarse la celebración de, por lo menos, una reunión anual de acreedores, con
el fin de hacer seguimiento al cumplimiento del mismo, dando aviso oportuno de su convocatoria
al Juez del concurso.



PARÁGRAFO 1o. Los acuerdos de reorganización que suscriban los empleadores que tengan a
su cargo el pago de pasivos pensionales, deberán incluir un mecanismo de normalización de
pasivos pensionales. Dichos mecanismos podrán consistir en la constitución de reservas
adecuadas dentro de un plazo determinado, la conciliación, negociación y pago de pasivos, la
conmutación pensional total o parcial y la constitución de patrimonios autónomos, todo ello de
conformidad con la ley y con la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional.

Los mecanismos de normalización pensional podrán aplicarse voluntariamente en todos los casos
en que sea procedente la normalización del pasivo pensional, aun cuando esta no sea realizada
dentro de un proceso de insolvencia.

La Superintendencia que ejerza la inspección, vigilancia o control del empleador, autorizará el
mecanismo que este elija para la normalización de su pasivo, previo el concepto favorable del
Ministerio de la Protección Social. Los acuerdos de reorganización o los mecanismos de
normalización pensional que sean establecidos sin la autorización y el concepto mencionados,
carecerán de eficacia jurídica.

PARÁGRAFO 2o. Cuando sean otorgados créditos para financiar el pago de los pasivos
pensionales o para realizar su conmutación, dichos créditos tendrán el mismo privilegio de los
créditos laborales cuyo pago haya sido realizado o conmutado.

PARÁGRAFO 3o. Los créditos por IVA descontable a favor de la empresa insolvente deberán
ser utilizados para atender las acreencias a favor del fisco. En los demás casos se regirá por las
normas existentes sobre la materia.

ARTÍCULO 35. AUDIENCIA DE CONFIRMACIÓN DEL ACUERDO DE
REORGANIZACIÓN. Dentro de los tres (3) días siguientes a la fecha en que el promotor
radique el acuerdo de reorganización aprobado por los acreedores, el juez del concurso
convocará a una audiencia de confirmación del acuerdo, la cual deberá ser realizada dentro de los
cinco (5) días siguientes, para que los acreedores tengan la oportunidad de presentar sus
observaciones tendientes a que el Juez, verifique su legalidad.

Si el juez niega la confirmación, expresará las razones que tuvo para ello, y suspenderá la
audiencia, por una sola vez y por un término máximo durante ocho (8) días, para que el acuerdo
sea corregido y aprobado por los acreedores, de conformidad con lo ordenado, so pena del inicio
del término para celebrar acuerdo de adjudicación.

Presentado debidamente dentro del plazo mencionado en el inciso anterior, el Juez, determinará
dentro de los ocho (8) días siguientes, si lo confirma o no. Al vencimiento de tal término, será
reanudada la audiencia de confirmación, en la cual se emitirá el fallo, que no será susceptible de
recurso alguno. No presentado o no confirmado el acuerdo de reorganización, el juez ordenará la
celebración del acuerdo de adjudicación, mediante providencia en la cual fijará la fecha de
extinción de la persona jurídica, la cual deberá enviarse de oficio para su inscripción en el
registro mercantil.

ARTÍCULO 36. INSCRIPCIÓN DEL ACTA Y LEVANTAMIENTO DE MEDIDAS
CAUTELARES. El Juez del concurso, en la providencia de confirmación del acuerdo de
reorganización o de adjudicación, ordenará a las autoridades o entidades correspondientes la
inscripción de la misma, junto con la parte pertinente del acta que contenga el acuerdo.



En la misma providencia ordenará el levantamiento de las medidas cautelares vigentes, salvo que
el acuerdo haya dispuesto otra cosa.

Cuando el mismo tenga por objeto transferir, modificar, limitar el dominio u otro derecho real
sobre bienes sujetos a registro, constituir gravámenes o cancelarlos, ordenará la inscripción de la
parte pertinente del acta en el correspondiente registro, no siendo necesario el otorgamiento
previo de ningún documento.

ARTÍCULO 37. PLAZO Y CONFIRMACIÓN DEL ACUERDO DE ADJUDICACIÓN.
<Artículo modificado por el artículo 39 de la Ley 1429 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:>
Vencido el término para presentar el acuerdo de reorganización sin que este hubiere solo <sic>
presentado o no confirmado el mismo, el juez proferirá auto en que se adoptarán las siguientes
decisiones:

1. Se designará liquidador, a menos que el proceso de reorganización se hubiere adelantado con
promotor, caso en el cual hará las veces de liquidador.

2. Se fijará el plazo para la presentación del inventario valorado, y

3. <Ver Notas del Editor en relación con los textos subrayados> Se ordenará la actualización de
los gastos causados durante el proceso de reorganización. Del inventario valorado y de los gastos
actualizados se correrá traslado por el término de tres (3) días para formular objeciones. De
presentarse objeciones, se aplicará el procedimiento previsto para el proceso de reorganización.
Resueltas las objeciones o en caso de no presentarse, se iniciará el término de treinta (30) días
para la presentación del acuerdo de adjudicación.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este inciso debe tenerse en cuenta la
modificación al artículo 29 de esta ley, introducida por el artículo 36 de la Ley 1429 de 2010,
que eliminó la obligación de correr traslado del inventario de bienes del deudor para
presentación de objeciones, en el trámite de un proceso de reorganización.

La Ley 1429 de 2010,  'por la cual se expide la Ley de Formalización y Generación de
Empleo', fue publicada en el Diario Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010.    

Durante el término anterior, solo podrán enajenarse los bienes perecederos del deudor que estén
en riesgo inminente de deterioro, depositando el producto de la venta a orden del Juez del
concurso. Los demás bienes podrán enajenarse si así lo autoriza la mayoría absoluta de los
acreedores, autorización que en todo caso deberá ser confirmada por el Juez competente.

En el acuerdo de adjudicación se pactará la forma como serán adjudicados los bienes del deudor,
pagando primero las obligaciones causadas con posterioridad al inicio del proceso de insolvencia
y luego las contenidas en la calificación y graduación aprobada. En todo caso, deberán seguirse
las reglas de adjudicación señaladas en esta ley.

El acuerdo de adjudicación debe ser aprobado por las mayorías y en la forma prevista en la
presente ley para la aprobación del acuerdo de reorganización, respetando en todo caso las
prelaciones de ley y, en especial, las relativas a los pasivos pensionales. Para el efecto, el deudor
acreditará el estado actual de los gastos de administración y los necesarios para la ejecución del



acuerdo y la forma de pago, respetándoles su prelación.

Si el acuerdo de adjudicación no es presentado ante el Juez del concurso en el plazo previsto en
la presente norma, se entenderá que los acreedores aceptan que la Superintendencia o el juez
adjudiquen los bienes del deudor, conforme a las reglas de adjudicación de bienes previstas en la
presente ley.

Para la confirmación del acuerdo de adjudicación regirán las mismas normas de confirmación del
acuerdo de reorganización, entendiéndose que, si no hay confirmación del de adjudicación, el
juez del concurso, procederá a adjudicar los bienes del deudor en los términos señalados en el
inciso anterior.

La providencia que adjudica deberá proferirse a más tardar dentro de los quince (15) días
siguientes a la audiencia de confirmación del acuerdo de adjudicación sin que el mismo haya
sido confirmado o al vencimiento del plazo para su presentación observando los parámetros
previstos en esta ley. Contra el acto que decrete la adjudicación de los bienes no procederá
recurso alguno.

PARÁGRAFO 1o. En todo caso, el juez del concurso ordenará la cancelación de los gravámenes
que pesen sobre los bienes adjudicados, incluyendo los de mayor extensión.

PARÁGRAFO 2o. Respecto de los bienes que no forman parte del patrimonio a adjudicar, se
aplicará lo dispuesto a los bienes excluidos de conformidad con lo previsto en la presente ley
para el proceso de liquidación judicial.

PARÁGRAFO 3o. Los efectos de la liquidación por adjudicación serán, además de los
mencionados en el artículo 38 de la Ley 1116 de 2006, los contenidos en el artículo 50 de la
misma ley.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 39 de la Ley 1429 de 2010, publicada en el Diario
Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1116 de 2006:

ARTÍCULO 37. Vencido el término para presentar el acuerdo de reorganización, sin que este
haya sido presentado, o no confirmado el mismo, empezará a contarse un plazo máximo de
treinta (30) días para que el promotor presente al juez del concurso, el acuerdo de
adjudicación, al que hayan llegado los acreedores del deudor, incluyendo los gastos de
administración.

Durante el término anterior, sólo podrán enajenarse los bienes perecederos del deudor que
estén en riesgo inminente de deterioro, depositando el producto de la venta a orden del Juez
del concurso. Los demás bienes podrán enajenarse si así lo autoriza la mayoría absoluta de
los acreedores, autorización que en todo caso deberá ser confirmada por el Juez competente.

En el acuerdo de adjudicación pactarán la forma como serán adjudicados los bienes del
deudor, pagando primero las obligaciones causadas con posterioridad al inicio del proceso de
insolvencia y luego las contenidas en la calificación y graduación aprobada. En todo caso



deberán seguirse las reglas de adjudicación señaladas en esta ley.

El acuerdo de adjudicación debe ser aprobado por las mayorías y en la forma prevista en la
presente ley para la aprobación del acuerdo de reorganización, respetando en todo caso las
prelaciones de ley y, en especial, las relativas a los pasivos pensionales. Para el efecto, el
deudor acreditará el estado actual de los gastos de administración y los necesarios para la
ejecución del acuerdo y la forma de pago, respetándoles su prelación.

Si el acuerdo de adjudicación, no es presentado ante el juez del concurso en el plazo previsto
en la presente norma, se entenderá que los acreedores aceptan que la Superintendencia o el
juez adjudiquen los bienes del deudor, conforme a las reglas de adjudicación de bienes
previstas en la presente ley.

Para la confirmación del acuerdo de adjudicación regirán las mismas normas de confirmación
del acuerdo de reorganización, entendiéndose que, si no hay confirmación del de
adjudicación, el juez del concurso, procederá a adjudicar los bienes del deudor en los
términos señalados en el inciso anterior.

La providencia que adjudica deberá proferirse a más tardar dentro de los quince (15) días
siguientes a la audiencia de confirmación del acuerdo de adjudicación sin que el mismo haya
sido confirmado o al vencimiento del plazo para su presentación observando los parámetros
previstos en esta ley. Contra el acto que decrete la adjudicación de los bienes no procederá
recurso alguno.

PARÁGRAFO 1o. En todo caso, el juez del concurso ordenará la cancelación de los
gravámenes que pesen sobre los bienes adjudicados, incluyendo los de mayor extensión.

PARÁGRAFO 2o. Respecto de los bienes que no forman parte del patrimonio a adjudicar, se
aplicará lo dispuesto a los bienes excluidos de conformidad con lo previsto en la presente ley
para el proceso de liquidación judicial.

ARTÍCULO 38. EFECTOS DE LA NO PRESENTACIÓN O FALTA DE CONFIRMACIÓN
DEL ACUERDO DE REORGANIZACIÓN. Los efectos que producirá la no presentación o no
confirmación del acuerdo serán los siguientes:

1. Disolución de la persona jurídica.

2. <Ver Notas del Editor> Separación de los administradores, quienes finalizarán sus funciones
entregando la totalidad de los bienes y la contabilidad al promotor, quien para los efectos de
celebración y culminación del acuerdo de adjudicación asumirá la representación legal de la
empresa, a partir de su inscripción en el registro mercantil.

Notas del Editor



- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 35 de la Ley 1429 de 2010, 'por la cual se expide la Ley de
Formalización y Generación de Empleo', publicada en el Diario Oficial No. 47.937 de 29 de
diciembre de 2010.

El texto original del artículo 35 mencionado es el siguiente (subrayas fuera del texto
original).

(Por favor remitirse a la norma para comprobar la vigencia del texto original que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 35. INTERVENCIÓN DE PROMOTOR EN LOS PROCESOS DE
REORGANIZACIÓN.  Las funciones que de acuerdo con la Ley 1116 de 2006 corresponden
al promotor serán cumplidas por el representante legal de la persona jurídica deudora o por el
deudor persona natural comerciante, según el caso.

Excepcionalmente, el juez del concurso podrá designar un promotor cuando a la luz de las
circunstancias en su criterio se justifique, para lo cual tomará en cuenta entre otros factores la
importancia de la empresa, el monto de sus pasivos, el número de acreedores, el carácter
internacional de la operación, la existencia de anomalías en su contabilidad y el
incumplimiento de obligaciones legales por parte del deudor.

Cualquier número de acreedores no vinculados que representen cuando menos el treinta por
ciento del total del pasivo externo podrán solicitar en cualquier tiempo la designación de un
promotor, en cuyo caso el juez del concurso procederá a su designación de manera inmediata.
La solicitud podrá ser presentada desde el inicio del proceso y el porcentaje de votos será
calculado con base en la información presentada por el deudor con su solicitud.

De igual manera, el deudor podrá solicitar la designación del promotor desde el inicio del
proceso, en cuyo caso el juez del concurso procederá a su designación.

En aquellos casos en que se designe el Promotor, este cumplirá todas <sic> funciones
previstas en la Ley 1116 de 2006'.

3. La culminación de los contratos de tracto sucesivo, de cumplimiento diferido o de ejecución
instantánea, no necesarios para la preservación de los activos, así como los contratos de fiducia
mercantil o encargos fiduciarios, celebrados por el deudor en calidad de constituyente, sobre
bienes propios y para amparar obligaciones propias o ajenas, salvo autorización para continuar su
ejecución, impartida por el juez del proceso.

4. La finalización de pleno derecho de los encargos fiduciarios y los contratos de fiducia
mercantil celebrados por el deudor, con el fin de garantizar obligaciones propias o ajenas con sus
propios bienes. El juez del proceso ordenará la cancelación de los certificados de garantía y la
restitución de los bienes que conforman el patrimonio autónomo. Serán tenidas como
obligaciones del fideicomitente las adquiridas por cuenta del patrimonio autónomo.

Tratándose de inmuebles, el juez comunicará la terminación del contrato, mediante oficio al
notario competente que conserve el original de las escrituras pertinentes. La providencia
respectiva será inscrita en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, en la matrícula
correspondiente. El acto de restitución de los bienes que conforman el patrimonio autónomo será



considerado sin cuantía, para efectos de derechos notariales, de registro y de timbre.

Los acreedores beneficiarios del patrimonio autónomo serán tratados como acreedores con
garantía prendaria o hipotecaria, de acuerdo con la naturaleza de los bienes fideicomitidos.

La restitución de los activos que conforman el patrimonio autónomo implica que la masa de
bienes pertenecientes al deudor, responderá por las obligaciones a cargo del patrimonio
autónomo de conformidad con las prelaciones de ley aplicables al concurso.

La fiduciaria entregará los bienes al promotor dentro del plazo que el juez del concurso señale y
no podrá alegar en su favor derecho de retención por concepto de comisiones, honorarios o
remuneraciones derivadas del contrato.

PARÁGRAFO. Lo previsto en el presente artículo no se aplicará respecto de cualquier tipo de
acto o contrato que tenga por objeto o como efecto la emisión de valores u otros derechos de
naturaleza negociable en el mercado público de valores de Colombia o en el exterior, ni respecto
de patrimonios autónomos constituidos para adelantar procesos de titularización a través del
mercado público de valores, ni de aquellos patrimonios autónomos que tengan fines de garantía
que formen parte de la estructura de la emisión.

ARTÍCULO 39. PUBLICIDAD Y DEPÓSITO DEL ACUERDO. La providencia de
confirmación ordenará la inscripción del acuerdo de reorganización o de adjudicación en el
registro mercantil de la Cámara de Comercio correspondiente al domicilio del deudor y el de las
sucursales que este posea o en el registro que haga sus veces, dentro de los tres (3) días
siguientes a la ejecutoria de la misma. Dicha inscripción no generará costo alguno y el texto
completo del acuerdo deberá ser depositado en el expediente.

Todos los gastos derivados de la publicidad del proceso, de la negociación, de la celebración y de
la ejecución de un acuerdo de reorganización o del acuerdo de adjudicación, con excepción de
los avalúos solicitados por los acreedores, correrán por cuenta del deudor, sin perjuicio de
estipulación en contrario prevista en el acuerdo.

CAPITULO VII.

EFECTOS, EJECUCIÓN Y TERMINACIÓN DE LOS ACUERDOS DE REORGANIZACIÓN
Y DE ADJUDICACIÓN.

ARTÍCULO 40. EFECTO GENERAL DEL ACUERDO DE REORGANIZACIÓN Y DEL
ACUERDO DE ADJUDICACIÓN. Como consecuencia de la función social de la empresa, los
acuerdos de reorganización y los acuerdos de adjudicación celebrados en los términos previstos
en la presente ley, serán de obligatorio cumplimiento para el deudor o deudores respectivos y
para todos los acreedores, incluyendo a quienes no hayan participado en la negociación del
acuerdo o que, habiéndolo hecho, no hayan consentido en él.

PARÁGRAFO 1o. Las empresas que hayan celebrado un acuerdo de reorganización no estarán
sometidas a renta presuntiva por los tres primeros años contados a partir de la fecha de
confirmación del acuerdo.

PARÁGRAFO 2o. Las empresas que hayan celebrado acuerdo de reorganización, tendrán



derecho a solicitar la devolución de la retención en la fuente del impuesto sobre la renta que se
les hubiere practicado por cualquier concepto desde el mes calendario siguiente a la fecha de
confirmación del acuerdo y durante un máximo de tres años contados a partir de la misma fecha.
La solicitud se presentará por períodos trimestrales, con base en los certificados expedidos por
los agentes retenedores o por el mismo contribuyente cuando sea autorretendor, siempre y
cuando en uno u otro caso, la retención objeto de la solicitud haya sido declarada y consignada a
la administración tributaria respectiva. Para el efecto, el Gobierno Nacional, dentro de los tres
meses siguientes a la fecha de vigencia de esta ley, expedirá el reglamento correspondiente.

La devolución se hará por períodos trimestrales así: Enero-febrero-marzo; abril-mayo-junio;
julio-agosto-septiembre y octubre-noviembre diciembre.

La solicitud seguirá el trámite señalado en el Título X, Libro Quinto del Estatuto Tributario, y sin
perjuicio del impuesto que resulte a cargo del contribuyente, en las liquidaciones privadas u
oficiales.

ARTÍCULO 41. PRELACIÓN DE CRÉDITOS Y VENTAJAS. En el acuerdo podrá
modificarse la prelación de créditos, siempre que sean cumplidas las siguientes condiciones:

1. La decisión sea adoptada con una mayoría superior al sesenta por ciento (60%) de los votos
admisibles.

2. Tenga como propósito facilitar la finalidad del acuerdo de reorganización.

3. No degrade la clase de ningún acreedor sino que mejore la categoría de aquellos que entreguen
recursos frescos o que en general adopten conductas que contribuyan a mejorar el capital de
trabajo y la recuperación del deudor.

4. No afecte la prelación de créditos pensionales, laborales, de la seguridad social, adquirentes de
vivienda, sin perjuicio que un pensionado o trabajador, o cualquier otro acreedor, acepte
expresamente los efectos de una cláusula del acuerdo referente a un derecho renunciable, siempre
que ello conduzca a la recuperación de su crédito.

La prelación de las obligaciones de la DIAN y demás autoridades fiscales, podrá ser compartida a
prorrata con aquellos acreedores que durante el proceso hayan entregado nuevos recursos al
deudor o que se comprometan a hacerlo en ejecución del acuerdo, la cual será aplicada inclusive
en el evento del proceso de liquidación judicial. Para tal efecto, cada peso nuevo suministrado,
dará prelación a un peso de la deuda anterior. La prelación no es aplicable por la capitalización
de pasivos, ni por la mera continuación de los contratos de tracto sucesivo.

Para el caso de nuevas capitalizaciones que generen ingreso de recursos frescos al deudor,
durante el proceso y ejecución del acuerdo de reorganización, los inversionistas que realicen tales
aportes de capital, además de las ventajas anteriores, al momento de su liquidación, tendrán
prelación en el reembolso de su remanente frente a otros aportes y hasta por el monto de los
nuevos recursos aportados.

Los acreedores que entreguen al deudor nuevos recursos, condonen parcialmente sus
obligaciones, otorguen quitas, plazos de gracia especiales, podrán obtener, como
contraprestación las ventajas que en el acuerdo se otorguen a todos aquellos que concedan los
mismos beneficios al deudor.



PARÁGRAFO 1o. En el evento de no cumplirse el acuerdo de manera tal que satisfaga las
obligaciones que han renunciado a prelación o preferencia, estas recuperarán dicha prelación o
preferencia cualquiera que sea la modalidad con la que concluya el proceso de insolvencia.

PARÁGRAFO 2o. Los créditos laborales podrán capitalizarse siempre y cuando sus titulares
convengan, individual y expresamente, las condiciones, proporciones, cuantías y plazos en que se
mantenga o modifique, total o parcialmente la prelación que le corresponde como acreencias
privilegiadas. En caso de incumplimiento del acuerdo de reorganización los créditos laborales
capitalizados recuperan la prelación de primer grado para efectos del acuerdo de adjudicación y
el de liquidación judicial.

ARTÍCULO 42. FLEXIBILIZACIÓN DE LAS CONDICIONES DE APORTES AL
CAPITAL. La suscripción y pago de nuevos aportes en el capital de los deudores reestructurados,
podrá hacerse en condiciones, proporciones y plazos distintos de los previstos en el Código de
Comercio, sin exceder el plazo previsto para la ejecución del acuerdo.

La colocación de las participaciones sociales podrá hacerse por un precio de suscripción inferior
al valor nominal, fijado con base en procesos de valoración técnicamente reconocidos, por
avaluadores independientes.

La capitalización de acreencias y las daciones en pago requerirán del consentimiento individual
del respectivo acreedor.
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